Notas para ponencia el 14 de octubre, Estocolmo

Obligaciones Exterritoriales de los Estados – 

Respuestas conceptuales ante la transnacionalización de las violaciones de derechos humanos, el rol de UE

1. El ejemplo del caso Euzkadi-Continental  

En principio, el caso suena como muchos otros: después de un conflicto entre empresa y sindicato, la empresa cierra la fábrica y despide a los trabajadores. El 16 de diciembre de 2001, la compañía llantera alemana Continental declara el cierre de la fábrica de Euzkadi en El Salto, Guadalajara, México, que había comprado en 1998, y manifiesta que los 1164 trabajadores eran despedidos. Sin embargo, como se pudo verificar, la empresa no había solicitado la autorización de las autoridades que esatblece la ley mexicana, particularmente el art. 123 de la Constitución y los art. 434 al 439 de la Ley Federal de Trabajo. Continental cierra sin autorización de las autoridades, violando la ley mexicana en general y de la legislación laboral en particular.

Sobre el caso se hizo una gran campaña de organizaciones mexicanas, internacionales y europeas, lo que concluyó en el triunfo de los trabajadores despedidos en 2005, la re-apertura de la fábrica, su reinstalación al trabajo y, como medida de compensación, la entrega de 50% de las acciones a ellos. La fábrica sigue hasta el día de hoy, en un camino de éxito, bajo la co-dirección de los trabajdores quienes sabían defender sus derechos. 
El caso toca, como tantos más, la pregunta de qué responsabilidad tienen los Estados para con los Derechos Humanos, cuando una empresa con sede en su territorio viola los derechos que rigen en otro país. En la discusión de derecho internacional hablamos de las llamadas “obligaciones extraterritoriales”. El caso Euzkadi-Continental muestra lo importante que es el desarrollo y la definición de esta categoría de obligaciones estatales de Derechos Humanos. La pregunta clave fue: ¿qué se debe hacer cuando una empresa europea viola el derecho que rige en un país del sur y cuando no cumple con las normas internacionales de derechos humanos?
El caso Euzkadi-Continental es un ejemplo paradigmático para explicar cómo derechos laborales y legislación nacional pueden caer bajo las ruedas de la globalización. A la vez, el caso se convirtió en un precedente para explorar las posibilidades y nuevas necesidades de una globalización de la defensa de los derechos humanos económicos y sociales. El caso transciende, porque exemplifica un fenómeno más generalmente observado en los tiempos de la globalización: que algunas empresas transnacionales no se sienten obligadas a cumplir con el marco legal establecido en el país tercero donde operan, ya que no tienen que temer sanciones en el país de su por violaciones de derecho en tierra ajena. Sin embargo, las mismas empresas tienen que guardar su imagen en los países de sus principales mercados. El caso Euzkadi-Continental cobra atención en Alemania, porque rompe con un consenso intocable: no es aceptado que una empresa alemana puede cometer actos violatorios de la ley de otro país. 

El caso exemplifica un reto importante de la globalización: la decisión sobre el cierre de la planta de Euzkadi de México se tomó en Hannover, Alemania. De ser así, una de las preguntas claves sería: ¿cual será la co-responsabilidad de los Estados en relación a la actuación de empresas que tienen la sede en su territorio, y que toman decisiones inconformes con la legislación vigente en el país huesped? No cabe duda que la garantía de los derechos humanos económicos y de la legislación nacional es en primer lugar la obligación del Estado donde suceden los hechos, pero también del Estado donde se toman las decisiones correspondientes.

2. Obligaciones Extraterritoriales de los Estados

La creciente interdependencia de las economías nacionales e influencia de las organizaciones intergubernamentales, de compañías multinacionales y otros actores internacionales privados en el disfrute de los derechos humanos traen consigo nuevos retos para la puesta en práctica de los derechos humanos. Los Estados están obligados a que sus actuaciones en las organizaciones intergubernamentales sean conformes a sus obligaciones de derechos humanos y por lo tanto tienen que velar por la conducta de los actores privados internacionales.

Los Estados tienen la obligación de respetar, proteger y garantizar el derecho a la alimentación de cada persona en su territorio. Además los Estados tienen la obligación de fomentar la protección y el cumplimiento de este derecho humano en el extranjero con el máximo de capacidades administrativas y materiales disponibles en cada situación. Estas obligaciones extraterritoriales pueden ser ejercidas directamente y/ o a través de organizaciones intergubernamentales. Esto tiene grandes consecuencias en las políticas exteriores y de cooperación internacional de los Estados. El incumplimiento de las obligaciones extraterritoriales de los Estados puede tomar varias formas, como desalojos forzados provocados por proyectos de construcción de presas o proyectos mineros, impulsados y financiados en el marco de la cooperación bilateral o multilateral al desarrollo, o la firma de un acuerdo comercial internacional que conlleve consecuencias negativas para el goce del derecho a la alimentación.

Durante los años recientes, se ha creado un consorcio sobre las obligaciones extraterritoriales, del cual en FIAN llevamos la secretaría técnica. Entre las ahora más de 40 ONGs, instutos universitarios y expertas/os individuales, se ha generado un procesos de estudio, aprendizaje y análisis colectivo a partir de casos concretos y discusiones conceptuales que debe conducir a la definición de principios que regirán las obligaciones extraterritoriales en relación a los derechos, económicos, sociales y culturales. Entre las ONGs que promovemos este proceso, tambien están la FIDH, Amnistía Internacional, ESCR-Net, HIC, PHM, Comisión Internacional de Juristas, las universidades de Maastricht, Lancaster, Carolina del Norte y agencias de cooperación. Entiendo que aqui en Suecia, hay un interés decidido de varias organizaciones de seguir promoviendo ese proceso. 

Los casos analizados por el consorcio en su última conferecnia en Lancaster, tienen que ver con violaciones de derechos económicos, sociales y culturales, en particular del derecho a la alimentación en el contexto de medidas de 

(a) comerció e inversiones : casos que tienen que ver con los efectos desastrosos del dumping alimentario de la UE en Zambia (leche) o Ghana (tomates), o casos de inversión que implican el desalojo forzoso de comunidades de sus bases de sustento, como en Mubende, Uganda, o casos en los que se violan específicamente derechos de los pueblos indígenas, como en el caso de la Mina Marlin en San Marcos, Guatemala. 

(b) cooperación al desarrollo: casos como él de la represa Ilisu en Turquía que contó con garantías de exportación de los gobiernos de Alemania, Suiza y Autria

(c) organizaciones intergubernamentales, en particular las instituciones financieras internacionales : casos como él de la represa Chixoy en Guatemala, co-financiado por el Banco Mundial y el BID, o como él de la Mina Ahafo en Ghanaque cuenta con un préstamos de la Corporación Financiera Internacional del Banco Mundial. 

(d) compañías transnacionales y otros actores privados, como el caso ya referido de Continental. 

En muchos de los casos documentados y analizados, se han violado derechos humanos, y se ha evidenciado que tal violaciones implican tanto una dimensión nacional, es decir de obligaciones de los estados en su propio terrotorio, al no respetar, proteger y garantizar los derecho humanos de las personas afectadas, como tambien una dimensión internacional, es decir de Estados terceros, donde se toman decisiones que contribuyen de manera directa a violaciones de derechos humanos, al no reconocer sus obligaciones extraterritoriales en particular de respeto y protección. 

3. El reto para la UE : coherencia con los derechos humanos en todas sus políticas, incluyendo la del comercio, de inversiones. 

A mi me parece central en el debate sobre coherencia, comerció, inversión y derechos humanos que hoy tenemos es que la UE debe reconocer y aplicar que ninguna de sus políticas internas y externas, debe estar en incoherencia con la promoción y protección de los derechos humanos. 

Tal criterio, que parece autoevidente, ha aplicado el Parlamento Europeo en su Resolución sobre la crisis alimentaria en mayo del 2008, haciendo énfasis en el derecho humano a la alimentación: 

El Parlamento “subraya el carácter fundamental del derecho a la alimentación y la necesidad de mejorar el acceso de todo el mundo en todo momento a una alimentación suficiente para una vida activa y saludable....; por consiguiente, pide medidas adecuadas para aplicar las disposiciones de la Declaración Universal de los Derechos humanos relativas al derecho a la alimentación; pide al Consejo que garantice la coherencia de todas las políticas nacionales e internacionales relacionadas con la alimentación con las obligaciones del derecho a la alimentación”
. 
Al reconocer tal criterion de “human rights coherence”, coherencia con los derechos humanos para todas la políticas relacionadas, la UE desarrollaría una perspectiva de mucho más credibilidad que en este momento, cuando las agendas de derechos humanos van por un lado y las agenda de las negociaciones sobre comerció y derechos humanos van por el otro lado. Este fenómeno se puede observar incluso en las negociaciones del Acuerdo de Asociación con América Central. La claúsula de derechos humanos se entiende en una forma muy restringida, más como una clausula de éxito como un principio que rija y oriente todo el acuerdo y las negociaciones respectivas. 

En la Campaña europea de FIAN “Face It Act Now”, hemos hecho énfasis en eso: es necesario aclarar que las políticas comerciales, de inversiones, agrícolas, de desarrollo o migratorias de la UE no son espacios auto-referenciales donde el concepto de los derechos humanos no puede entrar. En realidad es todo lo contrario: los derechos humanos, en tanto fundamento de la democracia y lección primordial de la historia de guerras y genocidios en la historia europea, deben guiar las políticas europeas, tambien las externas. El principio de la coherencia con los derechos humanos, que implica reconocer las obligaciones extraterritoriales indicadas, no es un asunto marginal: en esencia, se trata de tomar posiciones claras sobre el rol de los derechos humanos: minimizarlos y reducirlos a un sub-tema del díalogo político, o reconocerlos como concepto regidor de toda política relacionada. Creo que ahí está el reto que el tema de hoy, coherencia, comercio y derechos humanos, nos plantea. 
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